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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD 

 

Manizales, abril veintitrés (23) del año dos mil veinticuatro (2024). 

 

A S U N T O 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la revocatoria de la Libertad 

Condicional concedida al señor FABIAN DUQUE CASTRO.    

 

PROBLEMA JURIDICIO 

 

Determinar si la falta de firmar la diligencia de compromiso para gozar de la 

libertad condicional, da lugar a la revocatoria de dicho sustituto penal. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

El señor DUQUE CASTRO fue condenado el 24 de mayo de 2023 por el 

Juzgado Promiscuo Municipal de Supía, Caldas, a una pena de prisión de 

18 meses, sin la concesión de subrogados penales, por el delito de hurto 

calificado y agravado. 

 

En auto del 16 de enero de 2024, este Juzgado le otorgó al precitado 

sentenciado el beneficio de la Libertad Condicional y le fijó un periodo de 

prueba de 5 meses y 28 días, como tiempo restante para el cumplimiento 

total de la condena.  

 

Se anota que, al momento de otorgársele la libertad condicional, el PPL se 

encontraba gozando de prisión domiciliaria y, conforme a informe de la 

Secretaría del Centro de Servicios del 17 de enero de 2024, fue imposible 

comunicarse con el mismo, para que compareciera a firmar la diligencia de 

compromiso.  

 

De otro lado, existe informe del INPEC del 12 de febrero del año avante, en 

el que señala que también se realizó visita al PPL en el domicilio donde 

debía purgar la presión domiciliaria, informándose por el vigilante del sector 
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que no estaba en casa, puesto que hace 8 días se había ido, 

desconociendo su paradero actual, razón por la cual se le formuló el 12 de 

marzo de 2024 denuncia por fuga de presos por parte del INPEC. 

  

En vista de la anterior situación, se inició formalmente el 27 de marzo del 

año que corre el trámite de revocatoria de la libertad condicional de 

conformidad con el artículo 477 del Código de Procedimiento Penal, 

disponiéndose el traslado de las pruebas allegadas a los sujetos 

procesales. En término oportuno el Defensor Público del PPL señaló que: 
 

“…Como se observa, su comunicado focaliza como causal para iniciar el 

incidente de revocatoria es la inexistencia del acta de compromisos, en 

este sentido aún no se le ha notificado de manera directa y personal, y por 

ende de que el PPL se haya negado a suscribir los compromisos, y al no 

haber suscrito acta de compromisos, obviamente no ha incumplido ninguna 

obligación. Así las cosas, se permite evidenciar, al menos que no existe 

constancia procesal ni probatoria de que haya incumplido sus obligaciones, 

ni que se haya negado a suscribirla, por ello, insisto, lo aconsejable es 

intentar de nuevo la notificación y posterior suscripción de los 

compromisos...”. 

 

PROBLEMA JURIDICO 

 

Le corresponde al suscrito Juez determinar si la no firma de la diligencia de 

compromiso por parte del beneficiado con una libertad condicional, es 

motivo sufriente para la revocatoria de la misma. 

 

Para resolver se CONSIDERA: 

 

Como se ha manifestado por la jurisprudencia y la doctrina, la libertad 

condicional es, en primer lugar, un estímulo para la buena conducta y 

enmienda del condenado, en la medida en que se le puede entender como 

una más de las recompensas y premios que contribuyen a la disciplina en 

el establecimiento penitenciario y al fin de corrección y, en segundo lugar, 

supone un tránsito entre la vida penitenciaria y la normal, pues el Estado 

no sólo hace una prueba en torno a la aptitud del penado para la vida 

social sino que representa un freno para que el beneficiado se abstenga de 

continuar con sus actividades criminosas. 

 

Así mismo, el beneficiario de este subrogado penal debe cumplir con las 

obligaciones del artículo 65 del Código Penal, a saber: 1) Informar todo 

cambio de residencia; 2) Observar buena conducta; 3) Reparar los daños 

ocasionados con el delito, a menos que se demuestre que está en 
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imposibilidad económica de hacerlo; 4) Comparecer personalmente ante la 

autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la sentencia, cuando fuere 

requerido para ello y, 5) No salir del país sin previa autorización del 

funcionario que vigile la ejecución de la pena. 

 

De la concesión de esta gracia sólo pueden derivarse dos consecuencias: 

Por un lado, si ha transcurrido el período de prueba y el condenado 

satisface sus obligaciones, tiene lugar la extinción del resto de la pena y 

procede la liberación definitiva, previa resolución judicial que así lo 

declare1.   

 

Descendiendo a nuestro delimitado asunto y bajo los anteriores parámetros 

reseñados, debe señalarse que el señor DUQUE CASTRO incumplió los 

compromisos adquiridos en el momento de habérsele otorgado la prisión 

domiciliaria dentro de la presente actuación, puesto que durante el período 

que estuvo en la misma incumplió con la obligación de no evadirse de su 

domicilio, sin conocerse incluso su paradero, lo que implica no observar 

buena conducta, la cual se traduce en deberes jurídicos cuyo 

incumplimiento acarrea las sanciones que en cada caso hayan sido 

previstas por el ordenamiento legal cuando al condenado se le concede la 

prisión domiciliaria, dado que sigue vinculado al proceso como sujeto 

procesal y, hasta tanto no se profiera la extinción de la pena o la liberación 

definitiva, debe acatar las obligaciones que los órganos judiciales le 

impongan, puesto que aún persiste la relación jurídico - procesal.  

 
En ese orden de ideas, el interno DUQUE CASTRO se evadió de su 

domicilio de manera permanente y abusiva como si estuviese en libertad, 

sin tener autorización del Juzgado o del INPEC para tal menester, ya que, 

revisada la foliatura del expediente, no reposa   permiso para trabajar o 

para salir a realizar algún tipo de diligencia de carácter urgente, como lo 

sería una urgencia médica. Lo anterior, se confirma con los informes 

rendidos por el Centro de Servicios de los Juzgados de Ejecución de 

Penas de Manizales y por el INPEC, que dan cuenta de la ausencia del 

PPL en la residencia donde debía permanecer detenido, lo que imposibilitó 

que por parte de este Juzgado se le pudiera notificar de manera personal la 

libertad condicional y a que firmara la diligencia de compromiso respectiva, 

lo que da lugar a darle aplicación a la revocatoria del beneficio, conforme al 

artículo 66 del Código de las Penas.  

 

 

 

                                                           
1 Código Penal Art. 67. 
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Por tanto, habrá de revocarse la libertad condicional, y en su lugar, se 

dispondrá que DUQUE CASTRO cumpla en establecimiento carcelario el 

resto de la pena de prisión que le falta por descontar de la sanción impuesta, 

esto es, 5 meses y 28 días. Como se desconoce el paradero del mismo, se 

ordenará librar la correspondiente orden de captura.  

 

    

Por lo expuesto,  

 

HE RESUELTO: 

 

 

PRIMERO: REVOCAR al señor FABIAN DUQUE CASTRO el subrogado 

de la LIBERTAD CONDICIONAL, otorgada por este Juzgado el 16 de 

enero de 2024. Deberá, por tanto, purgar intramuralmente el tiempo que le 

fue fijado como período de prueba para cumplir la totalidad de la pena, vale 

decir, 5 meses y 28 días.    

 

SEGUNDO: Líbrese pro secretaria la correspondiente orden de captura en 

contra del señor FABIAN DUQUE CASTRO. 

 

TERCERO: Contra la presente decisión proceden los recursos de ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 
JAIRO HUGO BURITICA TRUJILLO 

JUEZ 

 

 
NOTIFICACION: ____________________ 

 

_________________________ 

PROCURADOR JUDICIAL 

 

FABIAN DUQUE CASTRO 

CONDENADO – EVADIDO 

_________________________ 

DEFENSOR PÚBLICO 

 

ANTONIO JOSE VILLEGAS CARMONA 

SECRETARIO 
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